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Introducción 

Con el desarme —parcial— de las FARC y la implementación del Acuerdo 

de Paz, existía la expectativa de que el reclutamiento de niños y niñas dismi-

nuyera en las zonas donde la antigua guerrilla tenía influencia. Pero el efecto 

parece ser el contrario. Aunque es un fenómeno que ha persistido en el tiempo, 

el seguimiento regional realizado por la FIP, así como lo señalado por distintas 

instituciones y organizaciones, muestra que ha tomado notoriedad durante la 

pandemia, ampliando la oportunidad para que los grupos armados ilegales si-

gan vinculando a esta población en sus filas. 

Según la Procuraduría General de la Nación, desde que se suscribió el 

Acuerdo Final de Paz con las FARC hubo un descenso en los indicadores de 

afectación a la niñez relacionados con el conflicto armado. Aun así, alrededor 

del 30% de los municipios del país registran datos que evidencian cómo esta 

población sigue siendo víctima.

Durante los últimos meses, los titulares nacionales y locales han insistido en 

el aumento de casos de reclutamiento y utilización de niños, niñas y adolescen-

tes en distintas zonas del país. Ante esta situación, 

la Procuraduría denunció ante la Fiscalía General 

el reclutamiento1 ilícito y pidió una investigación 

para imputar cargos contra aquellos que violan los 

derechos fundamentales de esta población. Ase-

guró que, durante la pandemia, estos hechos han 

tomado más fuerza y destacó que este delito no 

solo es perpetrado por el ELN y las disidencias de 

las FARC, sino también por otros grupos armados 

ilegales2. 

Por su parte, en su último informe semestral, 

la Misión de Apoyo al Proceso de Paz de la OEA 

(MAPP-OEA) afirmó que no solo están siendo re-

clutados niños colombianos, sino también migran-

tes: se han reportado casos de personas menores 

de 18 años provenientes de Venezuela y Ecuador 

que han sido llevados a las filas3. A este reporte, 

se suma el último documento del Departamento 

La Procuraduría 
aseguró que, durante 

la pandemia, el 
reclutamiento de niños, 
niñas y adolescentes ha 

tomado más fuerza y 
destacó que este delito 
no solo es perpetrado 

por el ELN y las 
disidencias de las FARC, 
sino también por otros 

grupos armados ilegales

1	 https://www.procuraduria.gov.co/portal/Procurador-denuncio-ante-la-Fiscalia-reclutamiento-ilici-
to-y-uso-de-menores-en-la-comision-de-delitos-durante-la-pandemia-del-covid-19.news

2	 En la comunicación, el Procurador identificó el accionar de los llamados Caparrapos, el Bloque Virgilio Peralta Arenas 
(BVPA); las Autodefensas Gaitanistas de Colombia (AGC); los Rastrojos, los Urabeños, las Águilas Negras, ‘Los Paisas’, 
el grupo E-40 y demás Grupos Armados Organizados Residuales (GAOR). 

3	 https://www.mapp-oea.org/wp-content/uploads/2020/06/XXVIII-Informe-Semestral-Espa%C3%B1ol.pdf
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de Estado de los Estados Unidos sobre trata de personas4, que destaca que, 

en Colombia, el reclutamiento forzado de niños por grupos armados ilegales 

y organizaciones criminales sigue siendo una preocupación constante. Como 

dato importante, mencionó que en 2019 la Jurisdicción Especial para la Paz 

(JEP) abrió 37 investigaciones a excombatientes por el reclutamiento forzado 

de niños; hasta el momento, sin embargo, los casos siguen abiertos sin ninguna 

sentencia condenatoria.

Recientemente, varios excomandantes han rendido versiones libres sobre 

este delito en el caso 007, que adelanta desde el año pasado la  Sala de Reco-

nocimiento de Verdad y Responsabilidad, y que busca esclarecer alrededor de 

ocho mil casos reportados por la Fiscalía y que fueron entregados a la JEP.

La literatura sobre este tema muestra que, prevenir el reclutamiento de esta 

población en la etapa de transición que va luego de la firma de acuerdos de 

paz, resulta ser uno de los retos más complejos, sobre todo cuando siguen exis-

tiendo grupos armados ilegales activos. Lo anterior, sumado a la pandemia del 

covid-19, ha generado un escenario de alta vulnerabilidad para los niños, niñas 

y jóvenes. 

En esta Nota de Estabilización se identifican los desafíos persistentes para 

implementar políticas que ayuden a mitigar este fenómeno. De igual manera, se 

describen las situaciones que están afectando a los niños y niñas en regiones 

de alta vulnerabilidad, tomando como base el seguimiento en cuatro regiones 

del país (Sur de Córdoba, Catatumbo, Norte del Caquetá y Guaviare). Final-

mente, se proponen algunas recomendaciones de política pública.

4	 Department of State, Trafficking in Persons Report, June 2020. https://www.state.gov/wp-content/
uploads/2020/06/2020-TIP-Report-Complete-062420-FINAL.pdf 
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1. Desafíos persistentes y sin respuesta

1.1 Las cifras y la subestimación 
del reclutamiento de niños, 
niñas y adolescentes

Se desconoce cuántos niños hacen o han hecho 

parte de los grupos armados ilegales. Las autoridades 

responsables del tema advierten sobre la dificultad de 

hacer un seguimiento detallado de los casos e insisten 

en que uno de los grandes obstáculos es la falta de de-

nuncia, por lo que resulta imposible contar con datos 

actualizados. A esto se suma que la política pública 

sobre prevención de reclutamiento y utilización no es 

priorizada, generalmente, en las agendas nacionales y 

locales de los mandatarios. 

Uno de los referentes para intentar dimensionar el 

fenómeno son los datos del Observatorio del Bienes-

tar de la Niñez del Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar (ICBF), que muestran el número de niños y 

niñas desvinculados y atendidos por el Programa de 

Atención Especializada para el restablecimiento de 

derechos. El problema es que los datos publicados es-

tán disponibles solo hasta junio del 20185. 

Según las cifras del Ministerio de Defensa —más 

específicamente del GAHD—(Grupo de Atención Hu-

manitaria al Desmovilizado), desde el 7 de agosto de 

2002 hasta el 24 de abril de 2020, 5.524 niños y niñas 

se han desvinculado de los grupos armados; de ellos, 

4.695 están entre los 15 y 17 años; 817 entre los 11 y los 

14 años; y 12 niños entre los 7 y 10 años. En total son  

3.872 niños y 1.652 niñas. En estos años, Antioquia es 

el departamento que más presenta desvinculados de 

los grupos armados (730), seguido de Cundinamarca 

(456) y Caquetá (424)6.

Se puede deducir que, si bien el fenómeno pre-

senta cifras en descenso, esta es una problemática 

que persiste en el país. Comparando los datos desde 

2003 hasta 2018, se encuentran diferencias: según 

el GADH, durante estos años 5.119 niños y niñas se 

desvincularon de los grupos, mientras que el ICBF 

reporta que, hasta junio 30 del mismo año, 5.799 ha-

bían sido desvinculados y atendidos en el Programa 

de Atención Especializada para el restablecimiento 

de derechos a los niños, niñas y adolescentes vícti-

mas de reclutamiento ilícito.

5	 Se solicitaron los datos al ICBF y en respuesta aseguraron que esta informa-
ción estará actualizada y será pública a mediados de octubre de este año.

6	 https://www.eltiempo.com/politica/proceso-de-paz/mas-de-ci-
no-mil-ninos-han-sido-desvinculados-de-grupos-armados-488366. Mi-
nisterio de Defensa, abril 2020, GAHD. 
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Gráfica 1

* Fuente: Ministerio de Defensa -GAHD- y Observatorio del Bienestar de la Niñez del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). 
Las cifras del ICBF son hasta junio 30 2018 y se ubicaron las del GAHD hasta abril 24 de 2020.



9El problema del reclutamiento y la utilización de niños, niñas y adolescentes  / Septiembre 2020

Llama la atención el elevado número de casos de 

niños y niñas recuperados por el Ejército Nacional en 

distintas regiones del país en el primer semestre de 

2020. De acuerdo con una información reciente pu-

blicada en la Revista Semana, en la primera mitad del 

año el número ascendería a 219 menores de 18 años7. 

De seguir esta tendencia, al terminar el año llegaría-

mos a los niveles de 2003-2006. 

 Por su parte, el Grupo de Atención Humanitaria 

al Desmovilizado del Ministerio de Defensa repor-

tó, hasta abril 24 de 2020, tan solo 35 niños y niñas 

desvinculados de los grupos ilegales, mientras que, 

para este este mismo periodo, el Ejército reportó 151 

menores de 18 años. De nuevo, nos encontramos con 

la dificultad de no contar con cifras públicas consis-

tentes por parte de las instituciones del Estado. Des-

afortunadamente, información pública del ICBF no se 

encuentra disponible para 2019 y 2020. 

Cabe destacar que según el Decreto 128 de 2003 

y 175 de la Ley 1098 de 2006, los niños y niñas que se 

desvinculan de organizaciones armadas al margen 

de la ley deben ser entregados de manera inmedia-

ta al ICBF, para que sean atendidos en el programa 

de atención especializada, para recibir protección y 

atención, y tengan la posibilidad de que se les pueda 

restituir sus derechos como víctimas del conflicto ar-

mado. (Sentencia C-096/16).

Más allá de las cifras, la información de distintas 

fuentes y el seguimiento regional que hace la FIP, se-

ñalan que esta población es una de las más afecta-

das durante la pandemia: con la suspensión de clases 

presenciales en escuelas y colegios, la posibilidad 

que los grupos vayan a sus casas a ofrecerles otros 

medios de subsistencia, a intimidar o amenazar a sus 

familias, y a convencerlos de entrar a las filas o ac-

ceder a cometer actividades ilegales, es más alta. La 

crisis sanitaria ha acentuado las brechas sociales y 

económicas que tiene el país, aumentando la vulne-

rabilidad de los niños frente al reclutamiento de los 

grupos armados ilegales. 
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Gráfica 2

7	 REVISTA SEMANA, (2020) Los niños vuelven a la guerra, Especial SEMANA, 
Junio 28 2020, https://especiales.semana.com/el-reclutamiento-forza-
do-de-menores-en-colombia-en-2020/index.html

8	 Department of State, Trafficking in Persons Report, June 2020.   https://
www.state.gov/wp-content/uploads/2020/06/2020-TIP-Report-Comple-
te-062420-FINAL.pdf

Fuente: Especial SEMANA. Los niños vuelven a la guerra.
Las cifras a junio según el especial de SEMANA son hasta la

mitad del mes de junio 2020.
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1.2 El reclutamiento ilícito: un 
delito permanente y con altos 
niveles de impunidad 

Como lo menciona el departamento de Estado de 

los EE.UU.8, la impunidad en casos de reclutamiento 

forzado de niños se mantiene como uno de los grandes 

desafíos en la materia. Desde 2017, las autoridades no 

han condenado a ningún miembro de grupos armados 

ilegales por el delito de reclutamiento forzado, a pesar 

de que estas estructuras siguen reclutando y de que 

el Estado tiene la obligación de investigar, sancionar y 

reparar a las víctimas. El número de condenas por este 

hecho es mínimo, lo que acrecienta la impunidad y la 

percepción generalizada que los autores no reciben 

ningún tipo de sanción. 

El informe Los menores nunca salieron de la gue-

rra, de la Unidad de Investigación Periodística de la 

Institución Universitaria Politécnico Grancolombiano, 

publicado en febrero de este año, hace un análisis so-

bre los procesos judiciales por reclutamiento de me-

nores de 18 años. Este muestra que, según datos de la 

Fiscalía, entre el 2000 y octubre de 2019 hubo 4.685 

casos abiertos de procesos por reclutamiento forzado 

de menores de edad. De estos, 4.356 se encuentran en 

etapa de indagación y solo 47 han llegado a etapa con-

denatoria. Además, del total de los casos, 2.023 proce-

sos se encontraban activos a octubre de 2019, mien-

tras que 2.662 estaban inactivos9. El informe señala 

que los procesos se pueden inactivar porque el caso 

fue archivado, por la inexistencia del hecho, porque se 

determina que no amerita una investigación o porque 

en la etapa de investigación se concluye que no se tra-

tó de reclutamiento sino de utilización, y eso obligó a 

mover el proceso a otro tipo de delito.

Con el inicio de la implementación del Acuerdo de 

Paz —y a pesar de que dentro de las negociaciones en-

tre el Gobierno y la guerrilla de las FARC hubo espa-

cios para tratar el tema de reclutamiento y una serie de 

compromiso frente a la desvinculación de los niños y 

niñas que se encontraban en sus filas—, no existe cer-

teza de que la entrega de todos los menores de 18 años 

se haya cumplido. Sucedió en el proceso de desmovi-

lización de las Autodefensas y continuó con el de las 

FARC, lo que evidencia la falta de voluntad política de 

las partes cuando se sientan a negociar la paz  y llegar 

acuerdos sobre la desvinculación de esta población de 

los grupos armados. 

En el marco del Acuerdo de Paz con las FARC, la 

Ley Estatutaria de la Administración de Justicia en La 

Jurisdicción Especial Para La Paz (JEP), definió que 

el delito de reclutamiento de menores de 18 años será 

juzgado por esta jurisdicción y no por la justicia ordi-

naria. Distintos debates se han dado sobre si es mejor 

que este delito fuese juzgado por la justicia ordinaria o 

la especial10; aun así, lo cierto es que ha habido aportes 

dentro de la justicia ordinaria y la ley de Justicia y Paz 

(transicional) para que la JEP pueda seguir avanzan-

do en esta tarea. 

No se puede desconocer que dentro de la Ley de 

Justicia y Paz se desarrollaron informes, jurispruden-

cia y mecanismos normativos que permitieron iden-

tificar patrones criminales de los grupos armados 

9	 Unidad de Investigación Periodística de la Institución Universitaria Politécnico 
Grancolombiano (2020), Los menores nunca salieron de la guerra https://
reclutamientomenores.poligran.edu.co/ 

10	 Un estudio de la Universidad de La Sabana desde 2015 sobre reclutamiento 
ilícito, citado por la Silla Vacía en febrero de 2020, señala que se analizaron 
tanto los casos que llegaron a la Fiscalía por justicia ordinaria, como por Jus-
ticia y Paz. En relación con casos de reclutamiento ilícito, “la justicia ordinaria 
investigó muchos menos casos que la justicia especial: entre 2008 y 2016, el 
fiscal de justicia ordinaria investigó los casos de 132 víctimas, mientras que 
entre 2006 y 2016, la fiscalía de Justicia y Paz investigó los casos de 1.926 
víctimas. (…) Los casos de reclutamiento ilícito que llegaron por justicia or-
dinaria, sin excepción, fueron excarcelables, ¡Ninguno de los perpetradores 
fue a la cárcel! Los delitos cometidos antes de 2005 permitían reducir la pena 
a tres años, siempre y cuando el acusado colaborara con la justicia. Por el 
hecho de colaborar, la pena de tres años podía reducirse incluso a la mitad 
(es decir 1 año y medio) y dado que, según la ley colombiana, todo delito 
menor de tres años es excarcelable, los condenados pagaron desde sus casas, 
entre 7 a 18 meses de pena. En la justicia transicional de Justicia y Paz, los 
principales condenados por reclutamiento ilícito (entre otros delitos) pagaron 
una condena de ocho años de prisión.  Cuál ha sido el cumplimiento efectivo de 
estas medidas, es una pregunta que amerita un estudio en particular. https://
lasillavacia.com/silla-llena/red-de-la-paz/la-justicia-mas-le-sirve-los-
ninos-72030 
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ilegales para perpetuar este delito; se desarrollaron 

caracterizaciones fundamentales sobre esta pobla-

ción; se conocieron dinámicas de lo sucedido en las 

regiones, y, sobre todo, se recogieron algunas voces de 

los más invisibles: los niños, niñas y adolescentes víc-

timas de reclutamiento. Sin embargo, aún falta mucho 

por recorrer y la JEP tiene todo por hacer en este tema.

En marzo del 2019, la Sala de Reconocimiento de 

Verdad, de Responsabilidad y de Determinación de los 

Hechos y Conductas (SRVR) de la JEP abrió el Caso 

00711, denominado “Reclutamiento y utilización de ni-

ñas y niños en el conflicto armado”, y a finales de octu-

bre la misma sala llamó a 14 miembros de las ex FARC 

a rendir su versión voluntaria dentro del caso 007. 

Recientemente, 15 exjefes de las extintas FARC rindie-

ron versiones de manera virtual ante la JEP, dentro de 

este caso que también investiga hechos de violencia 

sexual asociados con el reclutamiento, como el abu-

so, la violación y la anticoncepción o los abortos for-

zados. Algunas de estas declaraciones, especialmente 

las de  Rodrigo Londoño Echeverri, ex comandante 

de este grupo, causaron polémica por haber negado 

inicialmente que este delito se diera en el grupo, cuan-

do antes de su versión, Martín Cruz Vega, quien fue 

cabecilla del frente Aurelio Rodríguez, reconoció que 

el ingreso de los niños a las filas había sido un error 

político por el cual pedían perdón a las víctimas. La 

indignación de muchos sectores llevó a que Rodrigo 

Londoño reconociera que sí conoció casos de abusos 

sexuales, aborto forzado y reclutamiento de perso-

nas menores de 18 años en las FARC. Lo cierto es que 

para el país, así como para algunas organizaciones 

sociales estas versiones son un hito que pemitirá co-

nocer la verdad alrededor de dicho flagelo, así como 

una oportunidad para mejorar y reparar de forma más 

integral a los niños, niñas y adolescentes víctimas de 

reclutamiento. Esto es importante teniendo en cuenta 

que el magistrado relator del caso consideró que las 

versiones que se desarrollen serán públicas ya que no 

encuentra motivos para declarar la reserva.

1.3. La persistencia de los 
factores de riesgo que 
acentúan las dinámicas de 
reclutamiento y utilización 

Las experiencias internacionales demuestran que 

hay varias razones por las cuales los niños y las niñas 

se vinculan a los grupos armados ilegales: las condi-

ciones sociales, culturales y económicas de las regio-

nes y la poca o débil presencia del Estado, aumentan 

las causas que propician su reclutamiento y utilización. 

Por un lado, analizar las causas políticas, socioló-

gicas e históricas del reclutamiento y utilización per-

mite indagar sobre factores asociados a la identidad, 

al poder o a las armas, que adquieren importancia en 

el análisis de la cotidianidad de la guerra, las redes y el 

entramado social que configuran lógicas históricas y 

que resultan determinantes en la forma cómo los gru-

pos se relacionan con las comunidades12. Por otro, los 

estudios sobre estabilización advierten que, durante la 

etapa de transición, es importante generar condiciones 

de vida sostenibles y hacen énfasis en opciones tan-

gibles para los niños, adolescentes y jóvenes que per-

mitan, por ejemplo, mejorar el acceso a la educación, a 

la formación profesional de calidad y a la creación de 

oportunidades de empleo y autoempleo13.

Sobre todo, en las zonas rurales más dispersas del 

país, existe un común denominador: la persistencia de 

brechas sociales y económicas que exponen mayores 

desafíos institucionales para prevenir este delito. La 

Consejería Presidencial para los Derechos Humanos y 

11	 De acuerdo con el informe que entregó la Fiscalía a la Jurisdicción Especial 
para la Paz (JEP) y con la que se abrió este caso, se estima que desde 1975 
hasta 2014, 11.556 menores han sido reclutados por las FARC.

12	 Centro Nacional de Memoria Histórica (2017). Una guerra sin edad. Informe 
nacional de reclutamiento y utilización de niños, niñas y adolescentes en el 
conflicto armado colombiano.

13	 International Labour Organization, 2007. Prevention of child recruitment and 
reintegration of children associated with armed forces and groups Strategic 
Framework for addressing the economic gap. 
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Asuntos Internacionales, identificó 184 municipios que 

presentan un alto nivel de riesgo de reclutamiento, uti-

lización y violencia contra niños, niñas y adolescentes 

por Grupos Armados Organizados y Grupos Delicti-

vos Organizados14. De ellos, 103 son municipios PDET, 

lo cual ya impone un reto considerando que, tanto la 

metodología de priorización de la Consejería como la 

de los PDET, supone unas condiciones especiales que 

se deben superar en cuanto a brechas socioeconómi-

cas, dinámicas de violencia e inseguridad y capacida-

des institucionales, entre otros. 

Si las iniciativas que finalmente se prioricen en los 

planes de desarrollo y en las Hojas de Ruta no con-

templan enfoques poblacionales en función del cam-

bio de condiciones estructurales que ayuden a mitigar 

este fenómeno, difícilmente se reducirán los factores 

sociales que inciden en el nivel de riesgo del recluta-

miento. 

La revisión de los planes de desarrollo municipal 

de los municipios PDET de Norte de Santander, Sur de 

Córdoba y Norte de Caquetá15, revela que, aun cuan-

do en la mayoría se menciona esta problemática, no 

es común encontrar objetivos específicos que definan 

acciones, metas y presupuesto para avanzar en su re-

ducción. Los planes que sí enuncian objetivos en esta 

materia identifican labores que se reducen a realizar 

eventos, jornadas lúdico-deportivas o campañas de 

sensibilización. Si bien estas acciones podrían entrar 

dentro de estrategias de prevención temprana, los 

gobiernos locales y regionales deben hacer esfuerzos 

importantes para disminuir los factores de riesgo es-

tructurales que son persistentes en las regiones. 

Para evidenciar la difícil situación que afrontan la 

gran mayoría de estos 184 municipios, se clasificaron 

con las categorías del DNP y el Equipo de la Misión 

para la Transformación del Campo que, a partir del 

análisis de la ruralidad dentro del Sistema de Ciuda-

des, la densidad poblacional y la relación de pobla-

ción urbano-rural, dividieron el país en: ciudades y 

aglomeraciones, intermedios, rural y rural disperso16. 

El 64,6% de los municipios con mayor nivel de ries-

go de reclutamiento está ubicado en las categorías ru-

ral y rural disperso, evidenciando los promedios más 

bajos de cobertura en educación y el más alto en cuan-

to al IPM17 (índice de Pobreza Multidimensional para el 

2018). El porcentaje de personas en situación de po-

breza multidimensional en estos municipios —espe-

cialmente en las zonas más rurales— es casi dos veces 

más que el de las ciudades y aglomeraciones. 

Si lo comparamos con el nivel nacional para el 2018, 

resulta mucho más amplio. El porcentaje de personas 

en situación de pobreza en el país fue del 19,6% (DANE, 

2018)18, mientras que el promedio de estos 184 munici-

pios es del 49.3%. La diferencia es notoria y evidencia 

que en estas zonas persisten factores de riesgo asocia-

dos a condiciones de pobreza, a falta de oportunidades, 

a la insuficiente cobertura de oferta en educación y sa-

lud, a la débil presencia de autoridades locales y, como 

se verá más adelante, a condiciones de seguridad por 

el accionar de grupos armados ilegales y presencia de 

economías ilícitas que hace que el panorama se vuelva 

mucho más complejo para los niños y las familias que 

habitan en esas regiones (ver Tabla 1).

También hay un fenómeno de utilización de niños, 

niñas y adolescentes, que no debe ser subestimado y 

que se da más en las cabeceras. En las áreas más urba-

nas, donde también hay condiciones estructurales pre-

14	 https://www.eltiempo.com/politica/gobierno/abuso-sexual-y-violen-
cia-contra-ninos-ninas-y-adolescentes-por-grupos-violentos-511436

15	 Zonas priorizadas en el marco del proyecto Resiliencia y capacidad para mejo-
rar la implementación del Acuerdo de Paz en la etapa de estabilización, apo-
yado por el Reino Unido. 

16	 DNP (2014) Dirección de Desarrollo Rural Sostenible- DDRS.
17	 El IPM se compone de cinco dimensiones, que involucran 15 indicadores: 

Bajo logro educativo, trabajo informal, trabajo infantil, hacinamiento crítico, 
analfabetismo, rezago escolar, inasistencia escolar, barreras a servicios para 
cuidado de la primera infancia, material inadecuado de paredes exteriores, 
desempleo de larga duración, sin aseguramiento en salud, material inadecua-
do de pisos, barreras de acceso a servicios de salud, sin acceso a fuente de 
agua mejorada, inadecuada eliminación de excretas.

18	 DANE (2018) Boletín Técnico Pobreza Multidimensional en Colombia. https://
www.dane.gov.co/files/investigaciones/condiciones_vida/pobreza/2018/
bt_pobreza_multidimensional_18.pdf
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carias y presencia de actores ilegales, esta problemá-

tica es más difícil de identificar: los niños duermen en 

sus casas, pero obedecen órdenes para cometer delitos. 

Son amenazados porque saben dónde viven, quiénes 

son sus padres y controlan cada uno de sus espacios 

sociales. La configuración de estructuras de crimen 

organizado en estas zonas que buscan espacios de 

control y de violencia genera riesgos más persistentes 

para esta población. Para estas organizaciones, vincu-

lar e instrumentalizar a los niños, niñas y adolescentes 

para ponerlos al servicio de los grupos que controlan 

(combos, pandillas o bandas delincuenciales), no solo 

les permite seguir influyendo en las comunidades, sino 

descomponer a sus enemigos y continuar acumulan-

do rentas.  Los factores de riesgo identificados en es-

tos escenarios están asociados con carencias básicas, 

dificultades con el sistema educativo, fácil acceso y 

frecuente consumo de sustancias psicoactivas19, poca 

oferta para el buen uso del tiempo libre y casos de vio-

lencia intrafamiliar.

Las modalidades más comunes en las que se utili-

zan a los niños, niñas y adolescentes, coinciden en al-

gunas ocasiones con los tipos penales más frecuentes 

reportados por el Sistema de Responsabilidad Penal 

Adolescente (SRPA): porte y fabricación de estupefa-

cientes (microtráfico y narcomenudeo) y de armas, así 

como hurtos a personas y a establecimientos, homici-

dio, explotación sexual y micro extorsión, entre otros20. 

Desde esta visión, las estructuras criminales que utili-

zan a esta población disminuyen al niño sujeto de de-

rechos a mano de obra disponible, considerando que 

resulta más económica y fácilmente reemplazable. 

Comprender la complejidad donde emergen estos 

escenarios implica analizar que estas dinámicas están 

asociadas con prácticas sociales y relaciones más am-

plias, donde se construyen nociones de identidad, for-

mas de relacionamiento, de género, roles y estructuras 

productivas, entre otros. Tener esto presente permite 

proponer estrategias de prevención más integrales21.

Clasificación 
Ruralidad DNP

Número de 
municipios con 
alto riesgo de 
reclutamiento 

Número de 
municipios 

PDET

Promedio de 
Cobertura neta 
(%) en educación 

media 2018

Promedio de 
cobertura neta 
(%) en educación 
secundaria 2018

Promedio 
del IPM - 
2018 (%)

Ciudades y 
aglomeraciones

34 10 42.7 75.8 26.4

Intermedio 31 14 36.8 67.4 38.4

Rural 48 35 31.6 66.5 52.8

Rural disperso 71 44 20.7 49.4 63.1

Gran Total 184 103 30.5 61.9 49.3

Fuente: Elaboración propia con base al DANE, Triage poblacional, Consejería Presidencial para los DDHH

Situación general de los municipios con alto riesgo de reclutamiento 

tabla 1

19	 Presidencia de la Republica (2018) El uso de niños, niñas y adolescentes como 
modalidad de vinculación: elementos para su definición, caracterización, aná-
lisis e intervención

20	 Organización Internacional para las Migraciones (OIM), Consejería Presidencial 
para los Derechos Humanos, (2015). Estrategias para la focalización de accio-
nes: insumos para la prevención del reclutamiento y la violencia sexual

21	 Presidencia de la Republica (2018) El uso de niños, niñas y adolescentes como 
modalidad de vinculación: elementos para su definición, caracterización, aná-
lisis e intervención



02

LA CRUDEZA DEL 
RECLUTAMIENTO Y LA 
UTILIZACIÓN DE LOS NIÑOS, 
NIÑAS Y ADOLESCENTES EN 
LAS REGIONES



15El problema del reclutamiento y la utilización de niños, niñas y adolescentes  / Septiembre 2020

2. La crudeza del reclutamiento y la utilización de los 
niños, niñas y adolescentes en las regiones

Hoy el reclutamiento y la utilización persisten, y 

por eso ser niño o niña afrodescendiente, indígena y 

migrante implica riesgos notables. Lo que se observa 

en estos meses de cuarentena nacional por la pande-

mia de covid-19 es que esta coyuntura no ha frenado 

a los grupos armados ilegales de vincular a esta po-

blación en sus filas. 

Entre 2017 y 2019, la Defensoría del Pueblo emi-

tió 108 alertas tempranas en las que advirtió sobre el 

riesgo de reclutamiento en 182 municipios del país. 

En 2017, la entidad alertó en 54 municipios; en 2018, 

lo hizo en 82, y en 2019 alertó en 46 municipios del 

país. Durante el 2020 ha emitido 26 alertas, 17 de las 

cuales se refieren a escenarios de riesgo de vincula-

ción de niños, niñas y adolescentes a grupos arma-

dos organizados y/o grupos delincuenciales organi-

zados. Eso indica que, aún en tiempos de pandemia, 

se siguen presentando riesgos22.

Distintos grupos armados ilegales ven en el reclu-

tamiento una oportunidad para aumentar su capaci-

dad. El ELN, el EPL, los grupos disidentes de las FARC 

y estructuras como el Clan del Golfo (AGC) y Los Ca-

parros utilizan y reclutan niños, niñas y adolescentes 

en distintas regiones del país, tanto en zonas rurales 

como urbanas. El tipo de vinculación depende de la 

región y varía según la edad, el sexo, la procedencia 

de las víctimas y la estructura ilegal.

En el siguiente mapa se pueden observar los 184 

municipios de alto nivel de riesgo de reclutamiento 

y utilización23 que identificó la Consejería Presiden-

cial para los Derechos Humanos para el 2020. Este 

coincide con las dinámicas descritas en un reciente 

informe de la FIP, que explica cuatro escenarios de 

confrontación armada24:

•	 i) Regiones que mantienen disputas por el 

control territorial (caso Chocó, Norte del 

Cauca, Pacífico Nariñense, Bajo Cauca y Ca-

tatumbo, entre otros). 

•	 ii) Zonas con una mayor consolidación de 

la estructura armada, como el Sur del Meta, 

Caquetá y Guaviare, donde disidencias de los 

extintos frentes 1, 7, 40, 62 y Columna Móvil 

Teófilo Forero de las FARC mantienen un ma-

yor control territorial. 

•	 iii) Regiones donde existen equilibrios frági-

les y divisiones territoriales inestables, como 

Arauca y Sur de Bolívar. 

•	 iv) Incursión por parte de grupos armados ile-

gales que buscan expandir sus fuentes econó-

micas y territoriales, como Sur de Tolima.

22	 https://www.eltiempo.com/politica/gobierno/abuso-sexual-y-violen-
cia-contra-ninos-ninas-y-adolescentes-por-grupos-violentos-511436 

23	 Estos municipios son identificados a partir de un modelo que la Comisión In-
tersectorial para la prevención de reclutamiento y utilización de niños, niñas y 
adolescentes por parte de los grupos armados organizados al margen de la ley 
y de los grupos delictivos organizados (CIPRUNNA), desarrolló para identificar 
los municipios que tienen mayor o menor nivel de riesgo de reclutamiento y 
utilización en el país. Tienen en cuenta información recogida en “tres ejes te-
máticos que agrupan los principales factores que inciden sobre la vulneración 
de derechos y el riesgo de reclutamiento de niños, niñas y adolescentes. Estos 
ejes son: demografía: que da cuenta de la caracterización de la población de 
los municipios en el aspecto demográfico, social y económico; vulnerabilidad 
y amenaza, que identifica la dinámica del conflicto armado y la vulneración de 
los derechos de niños, niñas y adolescentes en el contexto social y el entorno 
familiar que aumentan el riesgo de reclutamiento o utilización o violencia 
sexual; y garantía de derechos, que identifica la capacidad institucional de 
garantía y protección de los derechos de niños, niñas y adolescentes, tanto 
como los factores institucionales que disminuyen el riesgo de reclutamiento 
o utilización”. Ver con más detalle: Organización Internacional para las Mi-
graciones (OIM), Consejería Presidencial para los Derechos Humanos, 2015. 
Estrategias para la focalización de acciones: insumos para la prevención del 
reclutamiento y la violencia sexual. 

24	 FIP. (2020). Dinámicas de la confrontación armada y su impacto humanitario y 
ambiental. Tendencias en la pandemia. Enero a abril de 2020.
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municipios con alto riesgo de reclutamiento a 2020

mapa 1

Fuente: Consejería Presidencial para los Derechos Humanos y asuntos internacionales, 2020. Elaboración: FIP 2020
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Estos escenarios ponen en evidencia el riesgo 

constante a los que se ven sometidos los niños y ni-

ñas de estas regiones ante la presencia de estructu-

ras ilegales que ven como una alternativa real la vin-

culación de esta población a sus filas. 

A los niños generalmente les encomiendan labo-

res ligadas a actividades de vigilancia, transporte de 

armas y droga, y cobros de extorsión. Con las niñas y 

adolescentes se suman otro tipo de violencias, espe-

cialmente las basadas en género, pues son víctimas 

de abusos, agresiones sexuales y trabajo infantil, en-

tre otros. Los niños, niñas y adolescentes de las co-

munidades étnicas, por su parte, son reclutados para 

prestar seguridad y aprovechar su conocimiento del 

territorio25. En las áreas más urbanas, esta población 

se ocupa generalmente de tareas de soporte opera-

tivo y logístico, como actividades de acarreo (carri-

tos), vigilancia (campaneros), e inteligencia26. 

Según la MAPPOEA, frente al tema de los niños 

y niñas migrantes se conocen dinámicas de vincu-

lación de aquellos provenientes de Ecuador y Vene-

zuela. Los niños venezolanos son percibidos como 

mano de obra de bajo costo en comparación con la 

población colombiana27, lo que los pone en un riesgo 

latente.

Los departamentos más afectados en los últimos 

meses, según los casos de niños recuperados en el 

2020 por el Ejército, son Antioquia, Valle, Cauca, Na-

riño, Cesar y Chocó, no obstante, las autoridades han 

rescatado niños en la mitad de los departamentos 

que hay en Colombia28, lo que revela que el fenómeno 

se mantiene en casi todo el país y ha persistido du-

rante mucho tiempo. 

Según el boletín No. 22 de COALICO (Coalición 

contra la vinculación de niños, niñas y jóvenes al 

conflicto armado en Colombia), de las acciones que 

afectaron a esta población registradas de enero a 

diciembre de 2019, se evidenciaron 67 eventos de 

reclutamiento y utilización que afectaron a, por lo 

menos, 200 niños, niñas y adolescentes en el país. 

Comparándolo con el mismo periodo de 2018, se 

evidencia un aumento del 34%, al pasar de 50 a 67 

eventos29. Para el primer semestre del 2020, la misma 

organización reportó en su boletín No. 23, 40 eventos 

en donde se habían podido reclutar o vincular 190 ni-

ños, niñas y adolescentes a grupos armados. 

El seguimiento regional de la FIP permite identi-

ficar algunas características y dinámicas del reclu-

tamiento en el nivel local. En Norte de Santander, el 

reclutamiento no es algo nuevo y ha estado marcado 

por el subregistro debido a las amenazas, asesinatos 

y desplazamientos forzados de familias por parte de 

los grupos armados ilegales, que repercuten en la fal-

ta de denuncias. La disputa por el control territorial 

se presenta con mayores riesgos en: i) zonas de fron-

tera, especialmente por el accionar de disidencias de 

las FARC: en la Gabarra, zona rural de Cúcuta, las 

“trochas” ilegales y el Catatumbo alto; ii) En la Ga-

barra, Tibú, alto y medio Catatumbo, en la zona de 

Toledo y La Bateca, por la presencia del ELN; y iii) En 

Alto medio y bajo Catatumbo, por el EPL. 

25	 MAPPOEA (2020) Vigésimo octavo informe del secretario general al Consejo 
permanente sobre la Misión de Apoyo al Proceso de paz en Colombia de la Or-
ganización de los Estados Americanos. https://www.mapp-oea.org/wp-con-
tent/uploads/2020/06/XXVIII-Informe-Semestral-Espa%C3%B1ol.pdf

26	 Organización Internacional para las Migraciones (OIM), Consejería Presidencial 
para los Derechos Humanos, 2015. Estrategias para la focalización de accio-
nes: insumos para la prevención del reclutamiento y la violencia sexual

27	 https://www.mapp-oea.org/wp-content/uploads/2020/06/XXVIII-Infor-
me-Semestral-Espa%C3%B1ol.pdf 

28	 REVISTA SEMANA, (2020) Los niños vuelven a la guerra, Especial SEMANA, 
Junio 28 2020, https://especiales.semana.com/el-reclutamiento-forza-
do-de-menores-en-colombia-en-2020/index.html 

29	 http://coalico.org/wp-content/uploads/2020/04/Bolet%C3%ADn-ON-
CA-No.-22.pdf
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Según el informe del Observatorio para la Protec-

ción de los Derechos y Bienestar de los niños, niñas y 

adolescentes, las zonas más afectados por el recluta-

miento forzado en esta región son los municipios de 

Tibú, La Gabarra y el Tarra.

Organizaciones sociales que trabajan el tema, 

manifiestan que existe una preocupación por cuen-

ta del incremento en el reclutamiento forzado de los 

niños, niñas y adolescentes que se ha dado en los úl-

timos meses. Perciben una mayor vulneración de los 

derechos de esta población, que se ve reflejado, por 

ejemplo, en las escasas oportunidades educativas, 

las dificultades en el acceso a las escuelas (trayectos 

largos de las viviendas a los centros educativos), los 

pocos espacios de utilización del tiempo libre y los 

obstáculos en el acceso a una oferta integral del Es-

tado. Esta situación la aprovechan los grupos ilegales 

que les ofrecen a los niños, niñas y adolescentes, ve-

hículos, armas, motos y dinero para entrar a sus filas 

o participar en otros delitos.

En Caquetá, se señala que el aislamiento obligatorio 

decretado por la pandemia ha permitido que grupos 

armados al margen de la ley —entre ellos las disiden-

cias de las FARC—, se legitimen y aumenten el número 

de víctimas de reclutamiento forzado y utilización. Lo 

anterior está relacionado con la falta de ingresos de 

las familias que se encuentran confinadas, la ausen-

cia de clases presenciales y la casi nula conectividad 

en varias zonas del departamento (municipios más 

rurales), que no les permiten recibir una educación 

virtual. Fuentes locales afirman que la institucionali-

dad y la Fuerza Pública se muestran más sensibles al 

fenómeno; no obstante, recalcan que esto se ha dado, 

desafortunadamente, a partir de las muertes y otros 

hechos victimizantes que han puesto en evidencia es-

tos riesgos, como el bombardeo en zona rural de San 

Vicente del Caguán, en agosto de 2019, donde perdie-

ron la vida ocho niños y niñas reclutados. 

Los municipios que presentan mayor riesgo son 

San Vicente del Caguán, Cartagena del Chairá, Puer-

to Rico y El Doncello, especialmente en las zonas más 

rurales. Preocupa que, en ciertos territorios, algunos 

padres de familia no necesariamente ven como un 

problema el ingreso de sus hijos a los grupos arma-

dos. La percepción de edad y madurez, así como las 

costumbres y tradiciones, varían aún más en las zo-

nas rurales, donde los niños pueden contraer matri-

monio e inician actividades laborales a edades muy 

cortas, lo que genera esta percepción de naturalidad 

para entrar a un grupo armado. Es importante men-

cionar que, en distintas regiones del país, por contex-

tos territoriales e históricos, el ingresar a un grupo 

armado puede ser considerado como una opción de 

vida viable; algo que, por supuesto, capitalizan las es-

tructuras armadas.

Organizaciones 
sociales que trabajan 
el tema, manifiestan 

que existe una 
preocupación por 

cuenta del incremento 
en el reclutamiento 

forzado de los niños, 
niñas y adolescentes 
que se ha dado en los 

últimos meses
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En el Sur de Córdoba, por ejemplo, la pandemia 

agudizó el fenómeno del reclutamiento, pues aumen-

tó el control del territorio por parte de los actores 

armados: la suspensión de clases presenciales30, el 

aislamiento, el control de entradas y salidas de per-

sonas que están implementando los grupos ilegales 

—en especial en la zona rural—, han incrementado la 

vulnerabilidad económica y social de los niños, niñas 

y adolescentes y sus familias.  La mayoría de los re-

clutamientos están en cabeza del Clan del Golfo, pese 

a que este grupo viene difundiendo un discurso con 

los campesinos y líderes sociales en el que aseguran 

que ellos solo “vinculan” adultos. Preocupa la presen-

cia de campamentos de entrenamiento en los munici-

pios de Tierralta y Puerto Libertador, especialmente 

por su posición estratégica y el aumento de casos de 

desplazamiento como medidas por las familias para 

evitar el reclutamiento, lo que también incrementa la 

vulnerabilidad económica y social de esta población. 

En Guaviare, el reclutamiento está ligado al ofre-

cimiento de recursos económicos y “oportunidades 

de empleo”, que llegan a la percepción de voluntarie-

dad por cuenta de la presencia histórica de grupos 

armados ilegales en este departamento. Las comu-

nidades indígenas son las más afectadas por este 

fenómeno; según uno de los entrevistados, un gran 

porcentaje del frente 1 está compuesto por jóvenes 

provenientes de estas comunidades. También se hace 

referencia al reclutamiento de población venezolana 

por parte de las diferentes estructuras disidentes. La 

Defensoría señala que existe una “respuesta insufi-

ciente por parte de las entidades”, al tiempo que llama 

la atención sobre la “ausencia de respuesta por parte 

del ICBF, las secretarías de Educación municipales 

y departamentales, y la Comisión Intersectorial de 

Prevención del Reclutamiento, Utilización y Violencia 

sexual contra Niños, Niñas y Adolescentes” 31.

30	 FIP (2020). El covid -19 y las suspensión de clases presenciales: Riesgos para 
niños, niñas y adolescentes en Colomba

31	 Cajiao. A. & Arrieta, S. (2020). ¿En qué va la implementación del Acuerdo 
de Paz en Guaviare? Avances y Desafíos. Bogotá: FIP: Disponible en: http://
ideaspaz.org/media/website/FIP_CapitTerrit_Guaviare_Final.pdf
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3. La política pública de prevención de reclutamiento 
y utilización: Los asuntos pendientes

La política pública de prevención de reclutamiento 

y utilización todavía tiene un camino largo que reco-

rrer. El CONPES 3673 de 2010 fue un avance impor-

tante para buscar opciones a esta problemática que 

lleva décadas en el país. Sin embargo, aun cuando se 

han hecho esfuerzos a nivel nacional y local, son va-

rios los asuntos pendientes. 

El más reciente informe sobre La situación mun-

dial de la prevención de la violencia contra los niños 

202032 y el Informe de 2019 de World Vision sobre el 

reclutamiento33, destacan ejes de acción importantes 

a la hora de prevenir y proteger a los niños y niñas de 

este tipo de violencia que son útiles para el caso co-

lombiano. Tomando esto como insumo —y a partir de 

la evidencia e información disponible—, proponemos 

las siguientes recomendaciones: 

Fortalecer el potencial de las 
acciones institucionales en materia 
de prevención

•	 Mejorar la articulación entre las instancias 

responsables para brindar respuesta a esta 

problemática. Es necesario que, tanto en el 

camino de la prevención como en el de la 

atención, puedan existir mecanismos y fun-

cionarios de las distintas entidades del orden 

municipal, departamental y nacional, que 

trabajen con objetivos comunes en función 

de la prevalencia de los derechos de esta po-

blación. De igual manera, es prioritario que 

las gobernaciones y alcaldías puedan coor-

dinar procesos de articulación entre las es-

trategias locales de atención, prevención, 

protección y los proyectos desarrollados por 

otro tipo de organizaciones sociales y priva-

das en los territorios por medio de los planes 

locales municipales de desarrollo. Si el muni-

cipio es considerado con nivel de riesgo alto 

de reclutamiento, es necesario identificar 

qué se puede hacer con los recursos disponi-

bles y qué tipo de alianzas podría desarrollar 

con recursos de cooperación y el sector em-

presarial. 

•	 Fortalecer la Comisión Intersectorial para la 

Prevención del Reclutamiento, el Uso/Uti-

lización y la Violencia Sexual en contra de 

Niños, Niñas y Adolescentes por grupos ar-

mados organizados y por grupos delictivos 

organizados (CIPRUNNA). Es necesario for-

talecer esta instancia, creada para articular 

y hacer seguimiento a las acciones que ade-

lanten las entidades responsables en la ma-

teria, con el fin de prevenir la vulneración de 

los derechos de niños, niñas y adolescentes. 

Es importante que las entidades territoriales 

conozcan las funciones de esta Comisión y 

tengan una interlocución con sus enlaces lo-

cales (que requieren con urgencia ser forta-

lecidos), para garantizar la territorialización 

de las estrategias, planes y programas para 

la prevención del reclutamiento. 

32	 Organización Mundial de la salud, (2020) la situación mundial de la prevención de 
la violencia contra los niños 2020, https://apps.who.int/iris/bitstream/handle
/10665/332450/9789240007154-spa.pdf?sequence=1&isAllowed=y

33	 World Vision International, (2019) It takes a world to end the use of child 
soldiers. https://www.wvi.org/sites/default/files/WV_ITAW_No_Choi-
ce_Policy_Report_2019%20SP%20Online_2.pdf
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•	 Impulsar de manera efectiva la aplicación 

del decreto 1434 de 201834. A pesar de que 

su expedición creó muchas expectativas al-

rededor de materializar los planes de acción 

de prevención en esta materia, esto no ha 

ocurrido. Es importante insistir en el tema 

porque permitirá integrar las rutas de pre-

vención temprana, en protección y urgente a 

los planes territoriales en los municipios, con 

recursos y acciones puntuales para avanzar 

en la prevención de este delito.

•	 Darle priorida a la obtención y manejo de la 

información. Las instituciones responsables 

en el tema deben hacer un esfuerzo para ha-

cer un seguimiento sistemático de los casos 

y poder reportar cifras oficiales que ayuden 

a dimensionar el problema, caracterizar a la 

población y diseñar estrategias de acuerdo 

con el género, la etnia, las regiones y las for-

mas de vinculación y desvinculación. 

•	 Incorporar el enfoque diferencial, étnico y 

territorial. El reclutamiento y la utilización 

es diferente para las niñas y para los niños, 

“por su condición de género y por la estruc-

tura cultural a la que pertenecen”35. Por eso, 

es clave incluir estos enfoques no solo desde 

la institucionalidad nacional, sino desde los 

territorios. Esto implica que las acciones en 

torno a la prevención tengan en cuenta que 

las nociones de niñez y adolescencia son 

distintas de acuerdo con el lugar (urbano o 

rural) en las que se implementen, y también 

con la procedencia de la víctima. Es impor-

tante empezar a incluir dentro de las políti-

cas de prevención, atención y protección a 

niños y niñas, que sean de origen extran-

jero. Como se ha mencionado, se viene evi-

denciando el reclutamiento y utilización de 

niños migrantes.

•	 Reforzar el papel de las autoridades como 

garantes de derechos y no como agresores. 

Junto a la persistencia de los factores de ries-

go, la prevención que invita a la acción debe 

propender por garantizar los derechos fun-

damentales de los niños, niñas y adolescen-

tes. En este sentido, las autoridades que tie-

nen presencia en estos territorios deben ser 

percibidos como garantes y no como agreso-

res. Los hechos alrededor de la violación de 

la niña indígena por parte de miembros de la 

Fuerzas Militares36, deja entrever las enor-

mes dificultades que tenemos como país. 

Es indiscutible la necesidad de insistir en el 

enfoque de derechos para proteger a toda la 

población y, con mayor firmeza, a aquellos 

sectores que por su condición y situación 

pueden ser más vulnerables. Garantizar y 

formar a las autoridades competentes en el 

reconocimiento de los niños, niñas y adoles-

centes como sujetos de derechos, ayudará a 

desarrollar entornos protectores para esta 

población.

34	 Por el cual se adopta la línea de política pública de prevención del recluta-
miento, utilización, uso y violencia sexual en contra de niños, niñas y adoles-
centes por parte de los grupos armados organizados y los grupos delincuen-
ciales organizados

35	 COALICO 2020.
36	 Siete militares suscritos al Batallón de Alta Montaña de Génova (Quindío), que 

prestaban labores de apoyo al Batallón de Artillería San Mateo ubicado en 
Pereira (Risaralda) fueron procesados por la violación de una niña de 12 años, 
perteneciente a la etnia embera katío. El Espectador (2020) Militares acep-
taron haber violado a niña embera en Risaralda y quedaron detenidos. 25 Jun 
2020
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Abordar las causas profundas del 
reclutamiento y la utilización para 
mejorar la eficacia de los programas

•	 Entender y disminuir los factores de ries-

go que propician las dinámicas de reclu-

tamiento y utilización. La pandemia dejó al 

descubierto las difíciles condiciones estruc-

turales que siguen latentes en distintos terri-

torios del país. Existen oportunidades reales 

en el corto plazo —planes de desarrollo lo-

cal, planes de seguridad y convivencia, y las 

mismas Hojas de Ruta para implementar los 

PDET—, que permitirán priorizar esta pro-

blemática con acciones, indicadores, metas 

y presupuesto real para ver cambios en es-

tos territorios. Aun cuando los recursos son 

escasos, esta no puede ser la excusa para no 

priorizarlo: ubicar el lente en esta población 

permitirá cerrar ciclos de violencia en las 

regiones. De igual forma, identificar las ca-

pacidades de las comunidades y las iniciati-

vas que se han desarrollado desde distintas 

plataformas y organizaciones sociales, per-

mitirá seguir trabajando sobre los factores 

de riesgo asociados al reclutamiento. 

•	 Usar la evidencia para mejorar la eficacia de 

los programas. Las instituciones responsa-

bles deben hacer uso de las soluciones basa-

das en la evidencia para determinar acciones 

de mejora. Ha habido una diversidad de es-

trategias, programas y acciones que deben 

tener hallazgos importantes, pero aun así es 

necesario recoger lecciones aprendidas y, 

sobre todo, empezar a evaluar el impacto de 

estos esfuerzos para dirigir mejor los recur-

sos y enfoques frente a esta problemática. 

•	 Fortalecer la investigación y sanción de los 

responsables, así como proteger y reparar 

a las víctimas de este delito. Bien sea por la 

justicia ordinaria o la especial, es importante 

dejar precedentes y visibilizar a esta pobla-

ción como víctima del conflicto armado. La 

invisibilidad del delito no permite analizar 

sus causas ni reestablecer los derechos de 

esta población para garantizar la verdad, la 

justicia, la reparación y la no repetición de 

quienes, siendo menores de 18 años, fueron 

víctimas de reclutamiento forzado. Insistir en 

la priorización de las investigaciones relacio-

nadas con hechos por reclutamiento y utili-

zación, deber ser una prioridad. La Fiscalía 

ha hecho esfuerzos importantes alrededor de 

captura e imputación de cargos por este deli-

to; sin embargo, es importante seguir fortale-

ciendo a la Delegada Contra la Criminalidad 

Organizada para avanzar en dichas investi-

gaciones desde la justicia ordinaria. En este 

sentido, es necesario robustecer los procesos 

de investigación criminal en torno a las di-

námicas de operación de las estructuras del 

crimen organizado, y centrar su atención so-

bre el delito de constreñimiento y utilización 

de adolescentes y jóvenes. En cuanto a la Jus-

ticia Especial para la Paz (JEP), los esfuer-

zos se deben dirigir a conocer la verdad, los 

móviles y las razones para elegir el recluta-

miento como un arma de guerra, identifican-

do a los responsables. También es necesario 

reparar a las víctimas de manera integral y 

fortalecer, en la práctica, las garantías de no 

repetición.



24El problema del reclutamiento y la utilización de niños, niñas y adolescentes  / Septiembre 2020

Fomentar la capacidad social y 
comunitaria en los territorios

•	 Reforzar las redes de protección. Es impor-

tante robustecer las capacidades de la insti-

tucionalidad local y la de las organizaciones 

e iniciativas comunitarias que desarrollen 

acciones para prevenir la vinculación de ni-

ños y niñas a estructuras armadas ilegales. 

Generar y fortalecer espacios donde las co-

munidades, las familias y la institucionalidad 

puedan trabajar de manera mancomunada, y 

en los que los niños puedan participar, facili-

tará el desarrollo de redes sociales significa-

tivas en las estrategias de prevención. 

•	 Fortalecer la colaboración de actores for-

males e informales para prevenir el recluta-

miento. Los niños, niñas y adolescentes, sus 

familias, sus comunidades y aquellos que tra-

bajan por prevenir este delito, tienen capaci-

dades que han venido fortaleciendo durante 

muchos años en los territorios. Es importante 

habilitar espacios protectores para recono-

cer a esta población como sujetos de dere-

chos y fortalecer sus capacidades. Es nece-

sario trabajar en distintos frentes —como la 

familia— para reducir los casos de violencia, 

abuso sexual, explotación y trabajo infantil, y 

mejorar las relaciones entre padres, madres 

e hijos. También en la escuela, para promover 

junto con los docentes espacios de conviven-

cia, respeto, equidad de género, participa-

ción y empoderamiento. Y en la comunidad, 

para que los líderes comunitarios y orga-

nizaciones promuevan los derechos de los 

niños y las niñas, y fortalezcan las redes de 

protección37.

•	 Garantizar la participación de niños y jóve-

nes en los programas. World Vision insiste en 

que los actores que trabajan en el territorio 

deben promover la participación sistemáti-

ca de niños y jóvenes para involucrarlos en 

el contenido de las actividades y lograr que 

puedan expresar sus necesidades y visiones 

de la problemática y del contexto que los ro-

dea. De esta manera, lograrán ser protago-

nistas de las estrategias locales para preve-

nir este delito. 

Finalmente, y aunque es un tema coyuntural, es 

necesario visibilizar los problemas de respuesta ante 

la emergencia sanitaria del covid-19. La situación 

actual para las niñas y niños ante la pandemia se ha 

vuelto más compleja: no solo ha aumentado su ries-

go de vinculación a los grupos armados ilegales, sino 

que ha subrayado las brechas sociales y económicas 

que presentan diversos territorios del país. La falta de 

cobertura en servicios básicos, la precariedad en las 

redes de comunicación e internet, la deserción esco-

lar, la falta de garantías alimentarias y el incremento 

de la violencia intrafamiliar, entre otros, imponen re-

tos extras al Estado para dar respuesta oportuna en 

medio de la emergencia sanitaria. 

La Consejería Presidencial para los Derechos Hu-

manos lanzó recientemente la estrategia Súmate por 

Mí, entornos de protección para la niñez y adolescen-

cia para la prevención del reclutamiento, uso, utiliza-

ción y violencia sexual contra niños, niñas y adoles-

centes”, con el respaldo del Despacho de la Primera 

Dama de la Nación, 22 entidades del Estado, UNICEF, 

OIM y USAID. 

37	 Aida Oliver. (Julio 2020) Representante de UNICEF. Intervención en el lanza-
miento de la estrategia Sumate por mi.



25El problema del reclutamiento y la utilización de niños, niñas y adolescentes  / Septiembre 2020

Esta estrategia —que inició el 1 de agosto de 

2020—, contempla el desarrollo de 99 proyectos 

sociales para prevenir el reclutamiento en 200 en-

tidades territoriales consideradas de alto riesgo de 

reclutamiento38, y puede contribuir a avanzar en las 

recomendaciones propuestas. Para ello, sin embargo, 

es muy importante trabajar con los actores locales, 

fortalecer las capacidades de las comunidades, me-

jorar sustancialmente los sistemas de seguimiento, 

monitoreo y evaluación. 

Para que las intervenciones sean sostenibles y 

tengan un impacto real en la disminución del recluta-

miento y utilización de niños, niñas y adolescentes, es 

necesario generar cambios en el contexto, proteger a 

las poblaciones, mejorar su calidad de vida y generar 

oportunidades y perspectivas de futuro. Disminuir la 

impunidad de estos delitos debe ser una prioridad, 

con el fin de garantizar justicia para las víctimas. No 

podemos seguir perdiendo generaciones por cuenta 

de la guerra.

38	 Los departamentos beneficiados por la Estrategia son: Bogotá, Antioquia, 
Arauca, Atlántico, Bolívar, Caldas, Caquetá, Casanare, Cauca, Cesar, Chocó, 
Cundinamarca, Guainía, Guaviare, Huila, La Guajira, Magdalena y Meta. http://
www.derechoshumanos.gov.co/Prensa/2020/Paginas/evento-de-lanza-
miento-sumate-por-mi.aspx
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